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Entidad originadora: Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural  

Fecha (dd/mm/aa): 09 de septiembre 2026 

Proyecto de Resolución: 

“Por la cual se derogan la Resolución 000161 del 20 de junio de 
2024 y la Resolución 000289 del 1 de septiembre de 2025, 
mediante las cuales se declararon y modificaron las Áreas de 
Protección para la Producción de Alimentos (APPA) en la región 
sur del departamento de La Guajira, y se dictan otras disposiciones” 
 

1. ANTECEDENTES Y RAZONES DE OPORTUNIDAD Y CONVENIENCIA QUE JUSTIFICAN 
SU EXPEDICIÓN. 

 
1.1. Identificación del problema, necesidad u oportunidad que se pretende abordar 

mediante una intervención normativa  
 
El artículo 65 de la Constitución Política, modificado por el Acto Legislativo 01 de 2025, dispone que 
el Estado garantizará de manera progresiva el derecho humano a la alimentación adecuada y 
protegerá especialmente la producción y el acceso a alimentos. A su vez, el artículo 64 superior, 
modificado por el Acto Legislativo 01 de 2023, reconoce al campesinado como sujeto de derechos 
y de especial protección constitucional, con un vínculo particular con la tierra y la producción de 
alimentos.  
 
En desarrollo de dicho marco, el numeral 2 del artículo 10 de la Ley 388 de 1997, modificado por el 
artículo 32 de la Ley 2294 de 2023, incorporó como determinantes de ordenamiento territorial de 
nivel 2 las áreas de especial interés para proteger el derecho humano a la alimentación localizadas 
dentro de la frontera agrícola y, en particular, las Áreas de Protección para la Producción de 
Alimentos - APPA declaradas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural de acuerdo con los 
criterios definidos por la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria - UPRA. 
 
Con fundamento en dicha disposición, el Ministerio declaró las APPA de la región sur del 
departamento de La Guajira mediante los siguientes actos administrativos, que deben leerse 
conjuntamente por conformar una unidad normativa: 
 
● Resolución 000161 del 20 de junio de 2024, mediante la cual se declararon como APPA, 

en calidad de determinante de ordenamiento territorial de nivel 2, 79.961,88 hectáreas 
localizadas en los municipios de La Jagua del Pilar, Urumita, Villanueva, El Molino, San Juan 
del Cesar, Distracción, Fonseca y Barrancas, de las cuales 34.263,71 hectáreas, el 42,85 %, 
con uso condicionado al interior de la frontera agrícola de acuerdo con la zonificación 
ambiental. Su artículo 3 fijó la zonificación y el régimen de usos, con cuatro categorías, y el 
parágrafo 2 de su artículo 1 excluyó al municipio de Hatonuevo por haber arrojado el ejercicio 
un resultado de cero hectáreas. 
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● Resolución 000289 del 1 de septiembre de 2025, mediante la cual se modificaron 
parcialmente los artículos 1, 2 y 3 de la Resolución 000161 de 2024, se ajustó el área 
declarada a 79.782,15 hectáreas, se incorporó al municipio de Hatonuevo en la tabla del 
artículo 2 con cero hectáreas y se sustituyó íntegramente el artículo 3, que contenía la 
zonificación y el régimen de usos, por un artículo relativo a la autonomía de las entidades 
territoriales que remite la reglamentación del uso del suelo a los municipios conforme a los 
lineamientos del documento técnico de soporte. 

 
La región sur de La Guajira fue el primer ámbito del país en el que se surtió completamente el 
procedimiento de identificación y declaratoria de APPA previsto en el artículo 32 de la Ley 2294 de 
2023. Por esa razón, su soporte técnico opera de hecho como referencia metodológica de los 
procesos posteriores, circunstancia que aumenta la relevancia institucional de verificar la suficiencia 
y consistencia de ese soporte. 
 
La implementación de la declaratoria hizo necesaria la revisión integral de su configuración técnica 
y de sus efectos territoriales. Debe señalarse que la discusión institucional y territorial suscitada 
alrededor de las APPA ha comprendido, entre otros asuntos, su articulación con las competencias 
municipales en materia de usos del suelo, la coordinación entre la Nación y las entidades 
territoriales, la seguridad jurídica de propietarios y productores, la proporcionalidad de las 
restricciones y su incidencia sobre actividades productivas, infraestructura y proyectos territoriales. 
A ello se suman las solicitudes y observaciones formuladas por autoridades territoriales, 
comunidades, organizaciones gremiales y otros sectores de la administración durante el proceso y 
con posterioridad a la declaratoria. 
 
En particular, la revisión técnica adelantada sobre las dos resoluciones, contenida en el Documento 
Técnico de Soporte “Revisión de las Áreas de Protección para la Producción de Alimentos (APPA) 
declaradas en la región sur del departamento de La Guajira”, permitió identificar aspectos que 
inciden directamente en la capacidad de la delimitación adoptada para cumplir el propósito de 
protección de la producción de alimentos. Dichos aspectos, que recaen sobre fases sucesivas de 
un mismo proceso y cuyo efecto se acumula sobre el mismo producto, son los siguientes. 
 
a) Escala cartográfica y precisión del límite declarado. 
 
El documento técnico que sustenta la declaratoria describe la cartografía resultante como 
multiescalar, por provenir sus insumos de escalas comprendidas entre 1:10.000 y 1:500.000, y no 
declara la escala del producto final. La distancia entre los extremos de ese rango no es marginal, 
pues median dos órdenes de magnitud en la incertidumbre posicional del trazo, y la precisión del 
contorno resultante queda determinada por el insumo más grueso que participa en cada tramo. A 
ello se suma que la matriz de calificación ambiental de la frontera agrícola incorpora una advertencia 
expresa de la autoridad ambiental regional según la cual, por la escala 1:100.000 del mapa de 
zonificación de manejo del Distrito de Conservación de Suelos de la Serranía de Perijá, es posible 
que predios con sistemas productivos preexistentes queden en zonas de preservación, y que 
corregir esa indeterminación exige visitas y estudios técnicos prediales. Esa misma zonificación fue 
la que determinó la superficie que ingresó al ámbito declarado.  
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Finalmente, el acta de la mesa técnica celebrada con la autoridad ambiental los días 11, 12 y 13 de 
marzo de 2024 registra la existencia de información de coberturas a escala 1:25.000, generada para 
la actualización del Plan de Ordenación y Manejo de la Cuenca del río Ranchería y utilizable para 
la actualización de la frontera agrícola, y consigna en su tabla de compromisos el envío de esa 
información a cargo de la Corporación Autónoma Regional de La Guajira con fecha límite del 21 de 
marzo de 2024. Esa misma acta deja constancia expresa de la información que sí fue allegada 
durante la sesión —la zonificación del Manantial de El Molino y la información geográfica y 
documental del Plan General de Ordenación Forestal, con indicación de los correos electrónicos a 
los que fue remitida—, de modo que distingue entre lo entregado y lo pendiente.  
 
Revisado el expediente administrativo del proceso, no obra en él constancia alguna de la entrega 
formal de la información de coberturas a escala 1:25.000: no reposa comunicación de remisión, ni 
acta posterior que dé cuenta del cumplimiento de ese compromiso, ni archivo correspondiente a 
dicha información entre los documentos que integran el expediente. La declaratoria se expidió tres 
meses después de la fecha límite pactada, sin que la expresión 1:25.000 aparezca en ninguna de 
las páginas del documento técnico de soporte. Lo anterior debe leerse en concordancia con el 
parágrafo 2 del artículo 8 de la Resolución 261 de 2018, conforme al cual la identificación de la 
frontera agrícola no aplica para análisis prediales, siendo que la incorporación de la determinante a 
los instrumentos municipales opera, en la práctica, sobre predios. 
 
b) Composición geométrica de la capa que materializa la determinante. 
 
La capa entregada al Ministerio, unida geométricamente y descompuesta en partes disjuntas, está 
integrada por 1.289 partes que suman 79.803,91 hectáreas, de las cuales 388 miden menos de cien 
metros cuadrados y la menor mide tres milésimas de metro cuadrado, magnitud que no corresponde 
a superficie del territorio sino a residuo de operaciones de superposición. Ni el documento técnico 
ni el registro de geoprocesos de la capa dan cuenta de una unidad mínima cartografiable declarada 
o de una operación de depuración aplicada, control de calidad ordinario en la producción de 
cartografía temática. El hallazgo no recae sobre la superficie, pues retirar todas las partes menores 
de 1,56 hectáreas modificaría el área declarada en 181 hectáreas, esto es el 0,23 %, sino sobre los 
objetos que los municipios deben incorporar, ya que esas partes constituyen el 84,71 % de los 
polígonos que componen la determinante. 
 
c) Ejecución de las exclusiones que el propio soporte técnico calificó de necesarias. 
 
El Documento Técnico de Soporte “Revisión de las Áreas de Protección para la Producción de 
Alimentos (APPA) declaradas en la región sur del departamento de La Guajira”, en la conclusión 8 
del capítulo 8 del documento técnico consigna que la falta de cartografía actualizada suministrada 
por los municipios no permitió establecer algunos polígonos y enumera las áreas que es necesario 
excluir, entre ellas los equipamientos e infraestructura de servicios públicos domiciliarios, las áreas 
destinadas a seguridad nacional, los suelos de expansión urbana y los centros poblados, suelo 
suburbano y áreas de vivienda campestre de ocho de los nueve municipios. La verificación contra 
la cartografía de referencia institucional establece que al menos 65,25 hectáreas del ámbito 
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declarado recaen sobre once centros poblados, seis de ellos cabeceras municipales, entre las 
cuales las de Fonseca, Villanueva, San Juan del Cesar, La Jagua del Pilar, El Molino y Distracción. 
La cifra debe leerse como valor mínimo, precisamente porque no pudo contrastarse contra los 
perímetros urbanos, suelos de expansión, suelos suburbanos y áreas de vivienda campestre de los 
instrumentos de ordenamiento territorial, que es la información que el propio documento declara no 
haber obtenido. De otra parte, la exclusión de la infraestructura de seguridad nacional, referida al 
Batallón Juan José Rondón localizado en Distracción, fue remitida por el documento técnico al acto 
administrativo de declaratoria, sin que ninguna de las dos resoluciones contenga mención o 
exclusión alguna sobre el particular. 
 
d) Concurrencia de actividades extractivas sobre el ámbito declarado. 
 
El componente minero fue ejecutado y sus datos constan en el documento técnico, que identifica 
cincuenta títulos mineros con un traslape de 32.326,53 hectáreas sobre el área definitiva. No 
obstante, la proporción publicada, 32,33 %, no corresponde a las propias cifras del documento, que 
arrojan 40,43 % del ámbito declarado, de modo que el traslape se subestima en ocho puntos 
porcentuales. El documento desagrega ese traslape por municipio y por fase del título, pero no 
calcula la proporción que representa sobre el ámbito declarado de cada municipio; efectuado ese 
cálculo con sus propias cifras, resulta que en Barrancas y Fonseca la práctica totalidad del ámbito 
declarado se encuentra cubierta por títulos, con 98,77 % y 96,12 % respectivamente. 
 
El componente de hidrocarburos, anunciado en el título del numeral 8.3.1.1 del documento técnico, 
no fue incorporado a su versión definitiva, pese a que la caracterización correspondiente existía 
desde 2023 en documentos de trabajo del propio proceso. La medición sobre la capa oficial de la 
entidad competente arroja que el 92,39 % del ámbito declarado se encuentra dentro de áreas con 
contrato de hidrocarburos anterior a la declaratoria, todas en estado de exploración y ninguna en 
producción, con una distribución municipal que alcanza la totalidad del ámbito en Distracción y 
Fonseca y supera el 95 % en San Juan del Cesar, El Molino, Villanueva y Barrancas. 
 
e) Zonificación ambiental, régimen de usos y determinantes de nivel 1. 
 
El 42,85 % del ámbito declarado, esto es 34.189,96 hectáreas, queda supeditado a las disposiciones 
de la autoridad ambiental por corresponder a áreas condicionadas de la frontera agrícola, condición 
que en Barrancas, Fonseca y Distracción es prácticamente total. En esa fracción el régimen 
aplicable a las actividades agropecuarias no lo fija la determinante de nivel 2 sino la zonificación de 
la figura ambiental y su plan de manejo, y el propio documento técnico añade que, cuando los planes 
de manejo no cuenten con reglamentación explícita sobre usos y actividades, las APPA se sujetarán 
a las directrices que emita la autoridad ambiental competente, con lo cual el contenido de la 
determinante queda diferido a actos futuros de otra autoridad.  
 
 
 
Adicionalmente, la matriz de calificación ambiental consigna, en hojas separadas por figura, el 
concepto de la entidad y el de la Corporación Autónoma Regional de La Guajira, y en todas las 
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zonas habilitadas los dos difieren en su formulación: donde la entidad consigna un sí, la corporación 
consigna sí con actividades de bajo impacto detalladas en la declaratoria de APPA, o bien sí de 
acuerdo al plan de manejo del distrito. No hay una sola zona en la que la autoridad ambiental haya 
conceptuado favorablemente sin condición, y esa condición no se conservó en el acta de la mesa 
técnica, que resume el resultado como habilitada para ingresar a APPA, ni en el documento técnico, 
ni en el acto administrativo. 
 
Un caso particular concierne a la Reserva Forestal Protectora Manantial de Cañaverales, cuyo 
régimen de usos consta en el Acuerdo 8 del 31 de mayo de 2018, cuyo artículo 5 define el uso 
agropecuario como prohibido para las cuatro zonas de la figura. Dos de esas zonas, con 173,1 y 
24,87 hectáreas, fueron habilitadas para el ámbito declarado con fundamento en una ficha técnica 
del determinante, sin que ningún documento del expediente motive la prelación de esa ficha frente 
al acuerdo que adopta el plan de manejo. La revisión no afirma que se haya desconocido el acuerdo; 
constata que el conflicto fue advertido y que su resolución no se encuentra fundamentada. 
 
La superficie declarada como condicionada tampoco es reproducible a partir del anexo que 
documenta su calificación. En la hoja del Plan de Ordenación y Manejo de la Cuenca del río 
Ranchería, cuatro de las cinco filas de zona de desarrollo socioeconómico, que son precisamente 
las habilitadas, tienen vacíos los campos de área y de porcentaje, las de otra figura reproducen los 
valores de una tercera, y en diecisiete de cuarenta y cinco filas la columna que decide el ingreso no 
expresa una decisión. No se afirma que la cifra sea incorrecta; se establece que no puede ser 
reproducida por un tercero a partir del expediente. 
 
Por último, el régimen de usos dejó de constar en el acto administrativo. El artículo 3 de la 
Resolución 000161 de 2024, que contenía la zonificación y las cuatro categorías de uso, incluida la 
de usos prohibidos integrada por minería, comercio e industria, fue sustituido íntegramente por la 
Resolución 000289 de 2025, de modo que la restricción, que constituye el contenido sustantivo de 
una determinante de superior jerarquía, quedó alojada en un documento técnico modificable, con 
tres categorías y sin usos prohibidos. A ello se suma que el propio documento técnico sostiene, en 
su conclusión 7, que en los municipios donde se identifica actividad minera con títulos vigentes se 
determina la posibilidad de desarrollar dichas actividades en las APPA, mientras que en su numeral 
8.3.1.4 sostiene que la superposición de títulos de alto impacto y gran extensión genera conflictos 
ambientales y sociales y que en esos municipios las condiciones no son propicias para la 
coexistencia de la agricultura. 
 
f) Estabilidad del acto y disponibilidad de la delimitación vigente. 
 
La extensión declarada varió en 179,73 hectáreas entre los dos actos. El acto modificatorio atribuye 
el ajuste a la actualización de la cartografía oficial de límites municipales del Instituto Geográfico 
Agustín Codazzi correspondiente al año 2024, que incorpora una nueva proyección geográfica. El 
enunciado reúne dos operaciones distintas y ningún documento del expediente reparte la variación 
entre ellas.  
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La verificación establece lo siguiente: medida en el sistema de referencia original, la capa de 2024 
reproduce el área declarada en ese acto con una diferencia de 0,07 hectáreas; reproyectada al 
sistema adoptado en 2024 arroja 79.803,91 hectáreas, esto es 158,04 hectáreas menos, con efecto 
uniforme sobre los ocho municipios, entre el 0,19 % y el 0,21 % y siempre en el mismo sentido, 
como corresponde a un cambio de proyección. Las 21,76 hectáreas restantes hasta las 79.782,15 
declaradas en 2025 no se explican por esa operación: comparadas municipio a municipio, las 
diferencias presentan ambos signos y alcanzan hasta 32,61 hectáreas, comportamiento que 
corresponde a un recorte con una capa de límites distinta y no a una reproyección. Ese recorte no 
es verificable por un tercero, porque el expediente no contiene capa vectorial correspondiente a las 
79.782,15 hectáreas declaradas, y porque en el directorio de servicios del sistema de información 
institucional no se encuentra publicado servicio alguno correspondiente a áreas o zonas de 
protección para la producción de alimentos. En consecuencia, el límite que los municipios están 
obligados a incorporar a sus planes de ordenamiento territorial no se encuentra disponible en 
formato vectorial. 
 
g) Trazabilidad de la coordinación interinstitucional y del componente étnico. 
 
El expediente registra tres comunicaciones dirigidas al Ministerio del Interior en 2023: la del 25 de 
septiembre, radicada bajo el número 2023-420-019212-1, mediante la cual el entonces Director de 
Ordenamiento Social de la Propiedad Rural y Uso Productivo del Suelo solicitó a la Dirección de la 
Autoridad Nacional de Consulta Previa concepto sobre la procedencia de la consulta previa para la 
declaratoria, dejando constancia expresa de que dentro del área de influencia se había identificado 
un traslape con una franja correspondiente al territorio ancestral de los pueblos Arhuaco, Kogui, 
Wiwa y Kankuamo de la Sierra Nevada de Santa Marta, expresado en el sistema de espacios 
sagrados de la Línea Negra, conforme a la Ley de Origen, la Ley 21 de 1991 y el Decreto 1500 de 
2018; la del 2 de octubre, a la Dirección de Asuntos Indígenas, Rom y Minorías, solicitando concepto 
técnico jurídico sobre el nivel de vinculación de las autoridades étnicas y el listado de comunidades 
presentes en los nueve municipios; y la del 11 de octubre, a la Viceministra para el Diálogo Social, 
sobre el nivel de participación de las organizaciones étnicas. Las dos últimas consignan que, si bien 
los escenarios de socialización contaron con la presencia de personas con pertenencia étnica, no 
se convocó a los pueblos y comunidades indígenas y NARP, ni a las organizaciones étnicas como 
tales, en los municipios en cuestión. 
 
La Dirección de la Autoridad Nacional de Consulta Previa atendió la solicitud del 25 de septiembre 
de 2023 y mediante oficio rad 2023-2-002410-047811 de 19 de octubre de 2023  indicó que, 
conforme a la normatividad y a la jurisprudencia constitucional vigente, no es dable inferir si procede 
o no la consulta previa respecto de una medida administrativa hasta tanto esa Dirección efectúe el 
proceso de determinación de procedencia basado en el criterio de afectación directa; que no podía 
atender el requerimiento sin antes revisar el proyecto, su desarrollo, contenido y plan de ejecución, 
por deber analizarse cada caso de manera particular; y que, precisamente en razón del traslape con 
el territorio ancestral manifestado por el propio solicitante, requirió el diligenciamiento del Formato 
de Solicitud de Determinación de Procedencia y Oportunidad de la Consulta Previa, Anexo 1 Versión 
8, y el envío de información clara, precisa y completa para dar inicio al procedimiento de 
determinación. Esa respuesta corresponde al oficio del Ministerio del Interior con radicación 2023-
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2-002410-047811, mencionado por la propia entidad al responder una petición de julio de 2024, en 
la que refiere que mediante dicho oficio se formularon requerimientos formales con el propósito de 
determinar si era procedente realizar la consulta previa y sugiere revisar el trámite que se le dio. 
 
No obra en el expediente constancia de que dependencia alguna del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural hubiese atendido ese requerimiento, ni de que se hubiese diligenciado y remitido 
el Anexo 1, ni de que se hubiese elevado una nueva solicitud respecto de la medida administrativa. 
Tampoco obra concepto de procedencia de la consulta previa, certificación de presencia o de no 
presencia de comunidades étnicas, listado de comunidades ni acta de la reunión propuesta. En 
consecuencia, el procedimiento de determinación de procedencia y oportunidad fue iniciado por la 
propia entidad y quedó inconcluso por falta de impulso, y las Resoluciones 000161 de 2024 y 000289 
de 2025 se expidieron sin el pronunciamiento de la autoridad competente. 
 
En ausencia de ese pronunciamiento, la motivación de la decisión adoptada se expresa de cuatro 
maneras sucesivas y no equivalentes entre sí a lo largo del proceso: en las actas de socialización 
de septiembre de 2023, que el territorio se excluye por precaución mientras se solicita concepto al 
Ministerio del Interior; en los considerandos de la Resolución 000161 de 2024, que esas áreas 
surtirán el correspondiente procedimiento de participación con las comunidades étnicas por ser 
necesario establecer una ruta diferencial; en la respuesta a una petición de julio de 2024, que no se 
realizó la consulta previa porque dentro del análisis de las áreas declaradas no se encuentra 
presencia de comunidades étnicas; y en la respuesta a los comentarios de consulta pública de 2025, 
que la declaratoria no configura una afectación directa que active el derecho fundamental a la 
consulta previa. La solidez de la determinante frente a este componente se examina en el acápite 
de viabilidad jurídica de la presente memoria. 
 
En cuanto a la coordinación con la autoridad ambiental regional, el acta de la mesa técnica de los 
días 11, 12 y 13 de marzo de 2024, suscrita por la Corporación Autónoma Regional de La Guajira y 
por la entidad, registra como compromiso programar una reunión, una vez se tuviera la propuesta 
de delimitación final, para la revisión del acto administrativo que declara las áreas, con fecha límite 
del 12 de abril de 2024. La última acta que obra en el expediente es la del 13 de marzo de 2024 y 
la declaratoria se expidió el 20 de junio siguiente, sin que conste el cumplimiento de ese 
compromiso. Se agrega que el anexo de determinantes ambientales del acto modificatorio de 2025 
está integrado por una sola pieza, mientras que el anexo equivalente de 2024 contenía cuatro actas 
y la matriz de calificación ambiental. 
 

La determinación sobre la presencia de comunidades étnicas y sobre la procedencia de la consulta 
previa corresponde al Ministerio del Interior por conducto de la Dirección de la Autoridad Nacional 
de Consulta Previa, y no puede sustituirse por la valoración propia de la administración ni suplirse 
mediante un ejercicio cartográfico. Que ese pronunciamiento resultaba necesario no es una 
apreciación de la presente revisión: fue la posición que la propia entidad adoptó al elevar la solicitud 
de 2023 dejando constancia del traslape con el territorio ancestral, y fue además lo que la autoridad 
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competente le exigió al requerirle el Anexo 1 y la información completa para adelantar el estudio de 
afectación directa. 

La declaratoria se expidió sin que ese requerimiento fuera atendido. La sustracción del territorio 
ancestral y de los resguardos no lo suple: recae únicamente sobre esas dos capas, no comprendió 
territorio alguno de comunidades negras pese a que el propio documento técnico registra área 
titulada y solicitudes de titulación colectiva en municipios declarados, y opera sobre un producto 
cuya escala y depuración, según los literales a) y b), impiden precisar en el nivel predial dónde 
termina el ámbito declarado. 

No se afirma que la declaratoria haya recaído sobre territorios étnicos ni que se hubiera configurado 
afectación directa, pues ello corresponde a la autoridad competente. Lo que el expediente permite 
establecer es que la administración carece del pronunciamiento que ella misma consideró necesario 
para descartarla, y que en su ausencia la decisión se sostuvo en cuatro motivaciones sucesivas y 
no equivalentes. A ello se suma que el compromiso de someter la delimitación final a revisión de la 
autoridad ambiental antes de declarar tampoco consta cumplido. Una determinante de superior 
jerarquía no puede descansar sobre una cuestión que su propio expediente deja abierta, 
circunstancia que sustenta de manera autónoma la conveniencia de retirar las declaratorias y 
reencauzar el ejercicio por la ruta étnica diferencial anunciada en la Resolución 000161 de 2024. 

 
 
h) Realidad hídrica, edafológica y de seguridad alimentaria del territorio. 
 
El sur de La Guajira presenta condiciones que hacen del agua, y no únicamente del suelo, el factor 
determinante de la producción de alimentos. El propio documento técnico de la declaratoria advierte 
que el departamento está altamente expuesto a las sequías; que la estimación de oferta hídrica se 
construyó a partir del Estudio Nacional del Agua 2022, cuyo alcance es nacional y puede no reflejar 
condiciones locales específicas, y que esa estimación refleja la oferta natural esperada sin 
contemplar los usos actuales en la cuenca; que la capacidad del embalse El Cercado ha visto una 
reducción cercana a diez hectómetros cúbicos; y que los distritos de riego Ranchería y San Juan 
del Cesar no se encuentran en operación completa. Ese mismo documento consigna que la 
información sobre desabastecimiento del recurso hídrico debe incorporarse a la planificación de las 
APPA, reconociendo con ello que no fue incorporada. 
 
A lo anterior se suman tres limitaciones expresamente reconocidas en el soporte de la declaratoria. 
Primera, que los distritos de adecuación de tierras existentes en la provincia no pudieron 
incorporarse como criterio de identificación por no contar con localización ni delimitación clara del 
área neta beneficiada, según lo manifestó la Agencia de Desarrollo Rural mediante oficio con 
radicado ADR 20233300237152 del 27 de diciembre de 2023, razón por la cual, en palabras del 
propio documento, no pudieron ser incorporados como parte del APPA para el sur de La Guajira. 
Segunda, que la zonificación empleada del Plan de Ordenación y Manejo de la Cuenca del río 
Ranchería es la vigente, adoptada mediante el Acuerdo 004 del 29 de julio de 2011, encontrándose 
la cuenca en proceso de actualización que incluye fase de consulta previa, y que el Plan de 
Ordenación y Manejo de la Cuenca de los ríos Chiriaimo y Manaure, que comprende jurisdicción de 
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La Jagua del Pilar y Urumita, deberá tenerse en cuenta en articulación conjunta entre Corpoguajira 
y Corpocesar. Tercera, que la información del Plan General de Ordenación Forestal no fue suficiente 
para identificar las zonificaciones de uso definidas, por no contar la autoridad ambiental con la 
reglamentación de usos y actividades de las unidades de ordenación forestal que confluyen en la 
región. 
 
Estas circunstancias adquieren particular relevancia si se considera que La Guajira registró la mayor 
prevalencia de inseguridad alimentaria moderada o grave del país, 59,7 % frente al 28,1 % nacional, 
según la Encuesta Nacional de Calidad de Vida 2022. Precisamente por la magnitud de esa 
necesidad, el instrumento llamado a atenderla debe sustentarse en información suficiente y 
actualizada sobre la disponibilidad efectiva del recurso hídrico, la adecuación de tierras y las 
condiciones edafológicas del territorio. La revisión evidencia que la determinante declarada no 
incorporó esos elementos, sino que los difirió a ejercicios posteriores. 
 
i) Coexistencia con la transición energética y armonización con las determinantes 
ambientales regionales. 
 
El documento técnico de la declaratoria relaciona ocho proyectos de energías alternativas de fuente 
solar y eólica localizados en los municipios de El Molino, Fonseca y San Juan del Cesar, e incorpora 
la infraestructura de redes de distribución eléctrica de circuitos de niveles 2, 3 y 4 suministrada por 
el operador de red. La relación de los ocho proyectos proviene de un plan de desarrollo y se presenta 
como listado de nombres y promotores, sin localización georreferenciada ni contraste con el ámbito 
declarado. La infraestructura de redes sí fue entregada georreferenciada por el operador de red y 
representada cartográficamente en el documento. No obstante, no obra en el expediente medición 
alguna del traslape entre la determinante y las áreas destinadas a proyectos de generación o a 
infraestructura de transmisión. Ese vacío es especialmente sensible en un departamento que 
concentra buena parte de la política nacional de transición energética y en el que la infraestructura 
asociada requiere suelo rural. 
 
El problema se agrava por la configuración del régimen de usos. La Resolución 000161 de 2024 
clasificó la industria y la minería como usos prohibidos, sin pronunciarse expresamente sobre la 
infraestructura de generación y transmisión de energía, y la Resolución 000289 de 2025 retiró el 
régimen de usos del acto administrativo y trasladó los lineamientos sobre minería, infraestructura 
vial, servicios públicos y energía al numeral 10.10 del documento técnico de soporte. De este modo, 
la regla que define si un proyecto de energías renovables puede desarrollarse dentro de la 
determinante no consta en el acto administrativo que la declara, sino en un documento técnico 
susceptible de modificación sin acto administrativo, lo que compromete la seguridad jurídica tanto 
de los productores agropecuarios como de los titulares de proyectos energéticos y de las 
autoridades municipales que deben aplicar la determinante. A ello se agrega que el propio 
documento técnico difiere a una mesa técnica posterior la armonización del ámbito declarado con 
las Zonas de Reserva con Potencial y las áreas de reserva estratégica minera, sin fijar plazo ni 
responsable. 
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Considerados de manera conjunta, estos elementos generan la necesidad de revisar la 
permanencia de las dos declaratorias en su configuración actual, teniendo en cuenta que se trata 
de determinantes de ordenamiento territorial de superior jerarquía, cuyos efectos deben ser 
observados por las entidades territoriales y que inciden directamente sobre las decisiones de 
propietarios, productores, comunidades y demás actores que desarrollan actividades en las áreas 
delimitadas. 
 
1.2. Identificación del objetivo principal del proyecto que se plantea producir, y de cómo este 
abordará el problema identificado. 
 
El proyecto tiene por objeto derogar la Resolución 000161 del 20 de junio de 2024 y la Resolución 
000289 del 1 de septiembre de 2025, mediante las cuales se declararon y modificaron las Áreas de 
Protección para la Producción de Alimentos en la región sur del departamento de La Guajira, junto 
con los documentos técnicos de soporte, anexos cartográficos y demás instrumentos que forman 
parte integral de dichas declaratorias. 
 
La intervención busca que cesen, hacia el futuro, los efectos jurídicos de una determinante de 
ordenamiento territorial cuya revisión técnica evidenció dificultades relacionadas con la precisión y 
disponibilidad de la delimitación, la trazabilidad y la sede normativa del régimen de usos, la ejecución 
de las exclusiones declaradas necesarias, la reproducibilidad de la superficie sujeta a 
condicionamiento ambiental, la medición de las actividades concurrentes sobre el territorio y la 
trazabilidad de las coordinaciones institucionales que el propio expediente registró como necesarias. 
 
La derogatoria conjunta de los dos actos, y no solamente de uno de ellos, obedece a que ambos 
conforman una unidad normativa inescindible. La Resolución 000289 de 2025 no creó una 
declaratoria autónoma, sino que modificó parcialmente los artículos 1, 2 y 3 de la Resolución 000161 
de 2024 y dispuso expresamente que los demás artículos de esta mantienen su vigencia y 
contenido. En consecuencia, la derogatoria únicamente del acto modificatorio haría revivir un 
régimen de usos y una delimitación cuya configuración presenta las mismas dificultades 
identificadas, y la derogatoria únicamente del acto declaratorio dejaría subsistente un acto 
modificatorio carente de objeto. 
 
Es preciso resaltar que la medida no supone disminución alguna del deber estatal de proteger la 
producción de alimentos, ni de las obligaciones reforzadas que corresponden al Estado en un 
departamento con la mayor prevalencia de inseguridad alimentaria del país. Su finalidad consiste 
en evitar que permanezca produciendo efectos una determinante territorial cuya configuración actual 
no ofrece una correspondencia suficientemente clara entre la intensidad de sus consecuencias 
jurídicas, la información que le sirve de fundamento y el propósito constitucional de protección que 
persigue. Así, la medida responde al imperativo legal de asegurar que las determinantes de 
ordenamiento territorial, en razón de sus efectos vinculantes, se sustenten en información suficiente 
y actualizada, criterios técnicos consistentes, reglas claramente trazables y una adecuada 
correspondencia entre su configuración, las condiciones territoriales y productivas y el propósito de 
protección que persiguen. 
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La derogatoria conserva incólume la competencia del Ministerio para declarar nuevamente APPA 
en la región sur de La Guajira, con soporte técnico corregido, información actualizada, régimen de 
usos incorporado al acto administrativo, delimitación disponible en formato vectorial y, cuando 
corresponda, agotamiento previo de la ruta étnica diferencial anunciada en los considerandos de la 
Resolución 000161 de 2024. 
 
1.3. Identificación del inventario normativo vigente en la(s) materia(s) sobre las cuales se 

va a derogar, subrogar, modificar, adicionar o sustituir de forma total o parcial con el 
proyecto normativo.  

 
El marco normativo relevante para la intervención propuesta está integrado, principalmente, por las 
siguientes disposiciones: 
 

a. Los artículos 64 y 65 de la Constitución Política, modificados respectivamente por los Actos 
Legislativos 01 de 2023 y 01 de 2025, relativos a la especial protección constitucional del 
campesinado y a la garantía progresiva del derecho humano a la alimentación adecuada y la 
protección de la producción y acceso a los alimentos. 

b. Los artículos 79, 80 y 209 de la Constitución Política, sobre la protección de la diversidad e 
integridad del ambiente, la planificación del manejo y aprovechamiento de los recursos 
naturales y los principios de la función administrativa. 

c. Los artículos 1, 287, 288 de la Constitución Política, en cuanto establecen la organización 
unitaria del Estado, la autonomía de las entidades territoriales y los principios de 
coordinación, concurrencia y subsidiariedad que orientan el ejercicio de competencias entre 
la Nación y las entidades territoriales. 

d. Los artículos 246, 329 y 330 de la Constitución Política y la Ley 21 de 1991, aprobatoria del 
Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, en lo relativo a los derechos de 
los pueblos indígenas y tribales, y la Ley 70 de 1993 respecto de las comunidades negras. 

e. El numeral 2 del artículo 10 de la Ley 388 de 1997, modificado por el artículo 32 de la Ley 
2294 de 2023, que establece como determinantes de ordenamiento territorial de nivel 2 las 
áreas de especial interés para proteger el derecho humano a la alimentación localizadas 
dentro de la frontera agrícola y, en particular, las APPA declaradas por el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural de acuerdo con los criterios definidos por la UPRA, así como 
su parágrafo 1, sobre las exigencias de información técnica, jurídica y geoespacial, 
delimitación, zonificación y restricciones de uso. 

f. El artículo 27 de la Ley 1454 de 2011, relativo a los principios que orientan el ejercicio de las 
competencias en materia de ordenamiento territorial. 

g. La Ley 1437 de 2011, en particular los principios que rigen las actuaciones administrativas, 
el artículo 8 sobre el deber de información al público y las reglas aplicables a las decisiones 
de carácter general. 

h. La Ley 99 de 1993, en especial su artículo 31, sobre las funciones de las Corporaciones 
Autónomas Regionales, y la Ley 685 de 2001, en cuanto al régimen de los títulos mineros. 

 
En relación directa con el objeto del proyecto, el inventario normativo que será objeto de derogatoria 
está compuesto por: 
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● Resolución 000161 del 20 de junio de 2024, “Por la cual se declaran las Áreas de Protección 

para la Producción de Alimentos (APPA) en los municipios de La Jagua del Pilar, Urumita, 
Villanueva, El Molino, San Juan del Cesar, Distracción, Fonseca y Barrancas ubicados en la 
región sur del departamento de La Guajira y se dictan otras disposiciones”. 

● Resolución 000289 del 1 de septiembre de 2025, “Por la cual se modifica parcialmente la 
Resolución 161 del 20 de junio de 2024 que declaró las Áreas de Protección para la 
Producción de Alimentos (APPA) en los municipios de Barrancas, Distracción, El Molino, 
Fonseca, Hatonuevo, La Jagua del Pilar, San Juan del Cesar, Urumita y Villanueva, ubicados 
en la región sur del departamento de La Guajira y se dictan otras disposiciones”. 

 
La intervención propuesta no deroga, modifica ni sustituye la habilitación legal contenida en el 
numeral 2 del artículo 10 de la Ley 388 de 1997 ni las demás disposiciones constitucionales, legales 
o reglamentarias relacionadas con la protección de la producción de alimentos y el ordenamiento 
territorial. Tampoco incide sobre la Resolución 230 de 2023, sobre las determinantes ambientales 
de nivel 1 aplicables en el territorio, ni sobre los instrumentos de ordenamiento territorial 
municipales. 
 
1.4. Identificación de las razones por las que las disposiciones del inventario normativo 

vigente no son suficientes o efectivas para lograr el objetivo que se pretende alcanzar 
con la intervención normativa.  

 
Las dos resoluciones objeto del proyecto se encuentran actualmente vigentes y, en tal virtud, 
continúan produciendo los efectos jurídicos propios de las determinantes de ordenamiento territorial 
previstas en el numeral 2 del artículo 10 de la Ley 388 de 1997. En consecuencia, mientras 
permanezcan en el ordenamiento, su delimitación y el régimen de usos alojado en el documento 
técnico de soporte deben ser observados por las autoridades competentes y proyectan efectos 
sobre las actividades y decisiones que se desarrollan en las áreas comprendidas. 
 
Como se detalló en el numeral 1.1. y Documento Técnico de Soporte “Revisión de las Áreas de 
Protección para la Producción de Alimentos (APPA) declaradas en la región sur del departamento 
de La Guajira”,, la revisión adelantada evidencia que la conservación de dichas disposiciones no 
permite alcanzar adecuadamente el objetivo de contar con un instrumento de protección de la 
producción de alimentos sustentado en una delimitación suficientemente precisa y disponible, 
información actualizada, reglas de uso incorporadas al acto administrativo y técnicamente trazables, 
y un soporte que dé cuenta de las condiciones hídricas, ambientales, étnicas y productivas del 
territorio sobre el cual produce efectos. 
 
Se evaluaron, para estos efectos, distintas alternativas de actuación: mantener las dos declaratorias 
en su configuración actual; introducir modificaciones parciales a la delimitación o al régimen de usos; 
derogar únicamente la Resolución 000289 de 2025; derogar únicamente la Resolución 000161 de 
2024; o disponer la derogatoria conjunta de ambos actos. 
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La conservación de las resoluciones mantendría los efectos de una delimitación respecto de la cual 
se identificaron las dificultades técnicas descritas, entre ellas la indisponibilidad de la capa vectorial 
correspondiente al área vigente, circunstancia que impide a los municipios incorporar con certeza el 
límite que están obligados a observar. Por su parte, una modificación parcial no permitiría resolver 
integralmente aspectos que se encuentran en la base misma del ejercicio, tales como la escala de 
los insumos, la ejecución de las exclusiones declaradas necesarias, la reproducibilidad de la 
superficie condicionada y la trazabilidad de las consultas institucionales; a ello se agrega que esa 
vía ya fue empleada mediante la Resolución 000289 de 2025 sin que hubiese corregido los aspectos 
estructurales identificados, y que su resultado consistió en retirar del acto administrativo el régimen 
de usos, con lo cual la dificultad se acentuó. 
 
La derogatoria únicamente de la Resolución 000289 de 2025 haría revivir la delimitación y el régimen 
de usos originales, afectados por las mismas dificultades técnicas y además referidos a un sistema 
de coordenadas y a unos límites municipales que el propio Ministerio consideró desactualizados. La 
derogatoria únicamente de la Resolución 000161 de 2024 dejaría subsistente un acto modificatorio 
carente de objeto, generando una situación de mayor incertidumbre jurídica. En consecuencia, la 
derogatoria conjunta es la única alternativa que atiende de manera integral el origen común de las 
dificultades identificadas. 
 
En consecuencia, las disposiciones actualmente vigentes no resultan suficientes para alcanzar el 
objetivo perseguido mediante esta intervención, pues su propia permanencia constituye el supuesto 
jurídico que mantiene los efectos territoriales cuya idoneidad se considera necesario revisar 
integralmente. 
 
1.5. Explicación de por qué el abordaje del problema, necesidad u oportunidad debe ser 

desde el punto de vista normativo y no de política pública o de otro tipo de 
intervención.  

 
El problema identificado requiere una intervención normativa porque las APPA de la región sur de 
La Guajira fueron creadas mediante actos administrativos de carácter general actualmente vigentes 
y producen efectos jurídicos vinculantes como determinantes de ordenamiento territorial de nivel 2. 
En consecuencia, ninguna decisión de política pública, directriz administrativa interna, mesa técnica 
interinstitucional o revisión técnica tiene, por sí sola, aptitud jurídica para hacer cesar los efectos de 
las Resoluciones 000161 de 2024 y 000289 de 2025. 
 
La revisión técnica constituye el fundamento material de la decisión, pero la modificación del estado 
jurídico creado por las resoluciones vigentes requiere necesariamente la expedición de un acto 
administrativo de igual naturaleza y jerarquía que disponga expresamente su derogatoria. La 
intervención normativa es, por tanto, el mecanismo idóneo para retirar hacia el futuro las 
declaratorias del ordenamiento jurídico, restableciendo respecto de las áreas involucradas la 
aplicación de las demás reglas y determinantes territoriales, ambientales, rurales y municipales que 
correspondan, sin afectar la vigencia de la competencia legal del Ministerio para declarar APPA ni 
el deber constitucional de protección de la producción de alimentos. 
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1.6. Determinación completa del ámbito de aplicación del proyecto normativo incluyendo 
las situaciones de hecho o de derecho, o territoriales dependiendo del tipo de acto.  

 
Desde el punto de vista territorial, el proyecto comprende exclusivamente las áreas declaradas como 
APPA por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en los municipios de Barrancas, Distracción, 
El Molino, Fonseca, La Jagua del Pilar, San Juan del Cesar, Urumita y Villanueva, ubicados en la 
región sur del departamento de La Guajira, mediante las Resoluciones 000161 de 2024 y 000289 
de 2025, correspondientes a 79.782,15 hectáreas conforme al acto vigente. Comprende igualmente 
al municipio de Hatonuevo, incluido en la tabla del artículo 2 del acto modificatorio con cero 
hectáreas. 
 
Desde el punto de vista jurídico, el proyecto se circunscribe a la derogatoria de dichas resoluciones 
y de los documentos técnicos de soporte, anexos cartográficos, matrices y demás instrumentos que 
formen parte integral de la declaratoria. La medida produce efectos hacia el futuro a partir de la 
entrada en vigencia del acto administrativo que se expida. 
 
La derogatoria supone que las declaratorias dejan de operar como determinantes de ordenamiento 
territorial de nivel 2 en los respectivos municipios. En consecuencia, dejan de producir hacia el futuro 
los efectos jurídicos derivados específicamente de esos actos, sin afectar situaciones jurídicas 
consolidadas durante su vigencia y sin alterar las competencias atribuidas por la ley al Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural en materia de Áreas de Protección para la Producción de Alimentos. 
 
El proyecto no modifica ni deroga el numeral 2 del artículo 10 de la Ley 388 de 1997, ni incide sobre 
la vigencia de las determinantes de ordenamiento territorial de nivel 1, entre ellas las determinantes 
ambientales compiladas por la Corporación Autónoma Regional de La Guajira, el Plan de 
Ordenación y Manejo de la Cuenca del río Ranchería, el Distrito Regional de Manejo Integrado y el 
Distrito de Conservación de Suelos de la Serranía de Perijá, las Reservas Forestales Protectoras 
Manantial de Cañaverales y Montes de Oca y demás figuras registradas, las cuales conservan plena 
vigencia y prevalencia. Tampoco incide sobre el territorio ancestral de la Línea Negra ni sobre los 
resguardos indígenas, que fueron expresamente sustraídos del ámbito declarado, ni sobre las 
normas ambientales, instrumentos de planificación, disposiciones rurales o reglas municipales 
aplicables a los respectivos territorios. 
 
Su ámbito material se limita, por tanto, a retirar del ordenamiento jurídico las dos resoluciones 
individualmente identificadas, como consecuencia de la revisión de su soporte técnico y de la 
evaluación de la idoneidad, necesidad y proporcionalidad de mantener sus efectos en su 
configuración actual. 
 
  

2. AMBITO DE APLICACIÓN Y SUJETOS A QUIENES VA DIRIGIDO 

 
El proyecto de resolución se aplica a las Áreas de Protección para la Producción de Alimentos —
APPA— declaradas por el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural en los municipios de 
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Barrancas, Distracción, El Molino, Fonseca, Hatonuevo, La Jagua del Pilar, San Juan del Cesar, 
Urumita y Villanueva, ubicados en la región sur del departamento de La Guajira, mediante las 
Resoluciones 000161 del 20 de junio de 2024 y 000289 del 1 de septiembre de 2025. 
 
El proyecto tiene carácter general y sus efectos se proyectan sobre un conjunto indeterminado de 
destinatarios, en cuanto no resuelve situaciones jurídicas individuales ni se dirige a sujetos 
previamente determinados, sino que dispone la cesación hacia el futuro de los efectos de una 
determinante de ordenamiento territorial aplicable en los ámbitos territoriales señalados. 
 
En ese sentido, está dirigido a las autoridades nacionales, departamentales y municipales que, en 
el marco de sus competencias, deben considerar las determinantes de ordenamiento territorial en 
sus instrumentos, actuaciones y decisiones, en particular a la Gobernación de La Guajira, a las 
alcaldías de los municipios señalados y a la Corporación Autónoma Regional de La Guajira, así 
como a los propietarios, poseedores, productores, organizaciones campesinas, gremios y demás 
actores cuyas actividades se desarrollen en las áreas actualmente comprendidas por las 
declaratorias. 
 
Habida cuenta de las particularidades del territorio, el proyecto interesa igualmente a las 
comunidades étnicas presentes en la región, entre ellas los pueblos Arhuaco, Kogui, Wiwa y 
Kankuamo cuyo territorio ancestral fue sustraído del ámbito declarado, los resguardos indígenas de 
la región y los consejos comunitarios de comunidades negras identificados en el soporte técnico de 
la declaratoria, sin perjuicio de que la medida no impone cargas ni restricciones sobre sus territorios. 
Interesa asimismo a los titulares mineros y a los titulares de contratos de exploración y producción 
de hidrocarburos con áreas concurrentes sobre el ámbito declarado, a los promotores de proyectos 
de generación de energía de fuentes no convencionales localizados en la región y al operador de 
red del servicio de energía eléctrica. 
 
La derogatoria se circunscribe exclusivamente a dichas declaratorias y a los efectos jurídicos 
derivados de estas. En consecuencia, no modifica las competencias generales previstas en el 
numeral 2 del artículo 10 de la Ley 388 de 1997, ni afecta la vigencia o aplicación de las demás 
determinantes de ordenamiento territorial y de las normas ambientales, rurales y municipales que 
resulten aplicables en los respectivos territorios. 
 

3. LA VIABILIDAD JURÍDICA DEL PROYECTO, INCLUYENDO CUALQUIER 
OBSERVACIÓN O ADVERTENCIA DE CUALQUIER CIRCUNSTANCIA JURÍDICA QUE 
PUEDA SER RELEVANTE PARA LA VALIDEZ O EFECTIVIDAD DEL PROYECTO 
NORMATIVO. EN TAL SENTIDO, SE DEBERÁ INDICAR SI EL PROYECTO NORMATIVO 
SE AJUSTA A LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y A LA LEY, Y DE SER PROCEDENTE SI 
SE ESTÁ AJUSTANDO A ALGÚN PRONUNCIAMIENTO JURISPRUDENCIAL. 

 
El proyecto de resolución es jurídicamente viable y se ajusta a la Constitución Política, a la ley y a 
los principios que rigen el ejercicio de la función administrativa. 
 
1. Competencia. 



 
 
 
 
 
 

FORMATO MEMORIA JUSTIFICATIVA 

 

16 
 

 
La competencia del Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural encuentra fundamento, en primer 
lugar, en el artículo 208 de la Constitución Política. Esta atribución debe ejercerse con arreglo al 
artículo 209 superior, que dispone que la función administrativa está al servicio de los intereses 
generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, 
economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, y exige a las autoridades coordinar sus actuaciones 
para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. 
 
 A su vez, los artículos 58, 59 y el literal c) del artículo 60 de la Ley 489 de 1998 disponen que los 
ministerios tienen por objeto primordial formular y adoptar las políticas, planes, programas y 
proyectos del sector administrativo que dirigen y les atribuyen las funciones necesarias para cumplir 
sus objetivos institucionales. Estas disposiciones se articulan con las funciones asignadas al 
Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural por los numerales 2, 3, 11 y 25 del artículo 6 del Decreto 
1985 de 2013, relacionadas con la planificación del territorio, el desarrollo rural con enfoque 
territorial, el uso productivo del suelo y la articulación de la política agropecuaria y de desarrollo rural 
con las entidades territoriales. 
 
En particular, el artículo 32 de la Ley 2294 de 2023 modificó el artículo 10 de la Ley 388 de 1997 y 
estableció el orden de prevalencia de las determinantes de ordenamiento territorial, incluyendo en 
el nivel 2 las áreas de especial interés para proteger el derecho humano a la alimentación y, 
particularmente, las APPA declaradas por el Ministerio de acuerdo con los criterios definidos por la 
UPRA y en coordinación con el Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y el Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio.  
 
Esta habilitación legal constituyó el fundamento directo para la expedición de las Resoluciones 
000161 de 2024 y 000289 de 2025 y, correlativamente, enmarca la competencia de la misma 
autoridad administrativa para disponer su derogatoria mediante un acto de igual naturaleza y 
jerarquía, cuando razones debidamente sustentadas de oportunidad y conveniencia justifiquen que 
dichas disposiciones dejen de regir hacia el futuro. La propia Resolución 000289 de 2025 invocó, 
en su parte considerativa, la potestad de la administración de derogar o modificar sus propios actos 
derivada del artículo 189-11 de la Constitución Política y del principio de control gubernamental, 
criterio que resulta igualmente aplicable a la decisión proyectada. 
 
2. Exigencias materiales de las determinantes de ordenamiento territorial. 
 
El parágrafo 1 del artículo 10 de la Ley 388 de 1997, en la versión introducida por la Ley 2294 de 
2023, establece exigencias materiales para las determinantes de ordenamiento territorial. Entre 
ellas, que cuenten con información documental técnica, jurídica y geoespacial; que sean delimitadas 
geográficamente; que incorporen la correspondiente zonificación y restricciones de uso; que el 
Sistema de Administración del Territorio sirva de base para el desarrollo, actualización y disposición 
de esa información; y que su expedición se articule mediante mecanismos de coordinación con las 
entidades territoriales, en el marco de su autonomía y atendiendo las particularidades y capacidades 
de los respectivos contextos territoriales. 
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Confrontada la determinante vigente con esas exigencias, la revisión técnica evidencia tres 
circunstancias jurídicamente relevantes. Primera, que la zonificación y las restricciones de uso 
dejaron de constar en el acto administrativo al ser sustituido el artículo 3 de la Resolución 000161 
de 2024, quedando alojadas en un documento técnico susceptible de modificación sin acto 
administrativo, lo que compromete la certeza y la oponibilidad del contenido restrictivo de una 
determinante de superior jerarquía. Segunda, que la delimitación vigente no se encuentra disponible 
en formato vectorial ni en el expediente ni en el sistema de información institucional, de manera que 
el límite que los municipios están obligados a incorporar no puede ser conocido con la precisión que 
exige su aplicación predial. Tercera, que en el 42,85 % del ámbito la definición del régimen aplicable 
quedó diferida a actos futuros de la autoridad ambiental. Estas circunstancias, sin constituir por sí 
mismas una declaración de ilegalidad, sustentan la evaluación de la permanencia de la determinante 
en el ordenamiento. 
 
 
3. Naturaleza de la decisión y proporcionalidad. 
 
Tratándose de actos administrativos de carácter general, la autoridad competente para expedirlos 
puede disponer su derogatoria mediante otro acto de la misma naturaleza. La derogatoria constituye 
una decisión administrativa orientada a hacer cesar hacia el futuro la vigencia de una regulación y 
responde a una valoración actual de las razones que justifican su permanencia en el ordenamiento.  
 
En consecuencia, la decisión proyectada pretende determinar, con fundamento en la revisión 
técnica y jurídica realizada, si resulta adecuado y proporcionado mantener hacia el futuro los efectos 
de una determinante cuya configuración presenta las dificultades descritas en esta memoria. La 
derogatoria producirá, por tanto, efectos hacia el futuro a partir de la entrada en vigencia del acto 
que la disponga. 
 
De otra parte, la potestad de derogar actos generales se ejerce conforme a los fines de la norma 
que la autoriza y debe guardar proporción con los hechos que le sirven de causa. El artículo 44 del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo dispone que, en la 
medida en que el contenido de una decisión de carácter general o particular sea discrecional, esta 
debe ser adecuada a los fines de la norma que la autoriza y proporcional a los hechos que le sirven 
de causa.  
 
En el presente caso, dicha exigencia supone verificar la existencia de una relación suficiente entre, 
de una parte, el fin constitucional y legal de protección del derecho humano a la alimentación y de 
la producción de alimentos y, de otra, la capacidad de la determinante adoptada para alcanzar 
efectivamente ese propósito, atendiendo la calidad, precisión y disponibilidad de la información 
utilizada, la coherencia de las reglas establecidas y su correspondencia con las condiciones 
territoriales, hídricas, ambientales y productivas sobre las cuales produce efectos. En consideración 
a la intensidad de los efectos jurídicos que comporta una determinante de ordenamiento territorial, 
los elementos identificados justifican la evaluación de su permanencia y sustentan la decisión de 
hacer cesar sus efectos hacia el futuro. 
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4. Componente étnico y consulta previa. 
 
El territorio sobre el cual recae la declaratoria presenta una condición étnica singular. Una parte 
sustantiva de la superficie de los nueve municipios está comprendida en el territorio ancestral de la 
Línea Negra, redefinido por el Decreto 1500 de 2018 en cumplimiento de la orden séptima del Auto 
189 de 2013 de la Corte Constitucional, y en resguardos indígenas. Concurren además 
comunidades negras, entre ellas el Consejo Comunitario La Diáspora en San Juan del Cesar y 
solicitudes de titulación colectiva presentadas por consejos comunitarios en San Juan del Cesar, 
Hatonuevo, Urumita, Villanueva y La Jagua del Pilar, según el propio soporte técnico de la 
declaratoria. 
 
La ruta seguida por la administración consistió en sustraer del ámbito declarado el territorio ancestral 
y los resguardos indígenas, mediante dos operaciones geométricas ejecutadas al final de la cadena 
de procesamiento, con el resultado de que en el municipio de Hatonuevo la totalidad del área 
potencial correspondió a territorio ancestral y la declaratoria arrojó cero hectáreas. Los 
considerandos de la Resolución 000161 de 2024 anunciaron, en concordancia, que dichas áreas 
surtirían el correspondiente procedimiento de participación con las comunidades étnicas al ser 
necesario establecer una ruta diferencial para su declaratoria. 
 
El expediente evidencia, sin embargo, que la ruta seguida no se agotó. Mediante oficio con radicado 
2023-420-019212-1 del 25 de septiembre de 2023, la entidad solicitó a la Dirección de la Autoridad 
Nacional de Consulta Previa concepto sobre la procedencia de la consulta previa, manifestando 
expresamente el traslape con el territorio ancestral de la Línea Negra. Esa Dirección respondió que 
no es dable inferir si procede o no la consulta previa hasta tanto se surta el proceso de determinación 
de procedencia basado en el criterio de afectación directa; que no podía atender el requerimiento 
sin revisar el proyecto, su desarrollo, contenido y plan de ejecución; y requirió el diligenciamiento 
del Anexo 1 Versión 8 y el envío de información clara, precisa y completa para dar inicio al 
procedimiento. No obra constancia de que ese requerimiento hubiera sido atendido por dependencia 
alguna del Ministerio, ni de que se hubiese elevado una nueva solicitud, de modo que las dos 
resoluciones se expidieron sin el concepto de procedencia. A ello se agrega que las propias 
comunicaciones de la entidad consignan que no se convocó a los pueblos y comunidades indígenas 
y NARP, ni a las organizaciones étnicas como tales, en los municipios en cuestión, y que la 
motivación de la decisión se expresó de cuatro maneras sucesivas y no equivalentes entre sí. 
 
El artículo 6 del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, incorporado al 
ordenamiento mediante la Ley 21 de 1991 y con carácter de norma integrante del bloque de 
constitucionalidad, impone a los Estados el deber de consultar a los pueblos interesados mediante 
procedimientos apropiados cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente. La jurisprudencia constitucional ha desarrollado el criterio 
de afectación directa, entre otras, en las sentencias C-030 de 2008, C-175 de 2009, T-129 de 2011 
y SU-123 de 2018, esta última hito en la materia y antecedente de la creación de la actual Dirección 
de la Autoridad Nacional de Consulta Previa, y ha precisado en la sentencia T-009 de 2013 que el 
territorio indígena no se agota en los resguardos, comprendiendo también las áreas sagradas o de 
especial importancia ritual y cultural incluso si se ubican fuera de ellos, criterio expresamente 
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recogido en los considerandos de la Resolución 000161 de 2024. Conforme al Decreto 2353 de 
2019 y a las Directivas Presidenciales 01 de 2010, 10 de 2013 y 08 de 2020, corresponde a esa 
Dirección determinar la procedencia y oportunidad de la consulta previa y adelantar los procesos 
consultivos, competencia que no se activa de oficio sino a solicitud del ejecutor de la medida, sobre 
quien recae el deber de elevarla cuando estime que la medida puede llegar a afectar directamente 
a comunidades étnicas, acompañándola del proyecto normativo definitivo, de sus anexos y del 
Anexo 1 debidamente diligenciado. 
 
En ese marco, la circunstancia jurídicamente relevante que debe advertirse no es únicamente la 
ausencia del concepto de procedencia, sino que la entidad activó el procedimiento, reconoció con 
ello que la medida podía afectar directamente a comunidades étnicas, recibió de la autoridad 
competente un requerimiento expreso de información y no le dio impulso, expidiendo la medida sin 
que el procedimiento concluyera. Tratándose de una garantía de rango constitucional cuya 
inobservancia ha dado lugar, en la jurisprudencia citada, a la pérdida de eficacia de medidas 
administrativas, esa circunstancia expone las declaratorias a un riesgo cierto de controversia judicial 
sobre su validez por posible contravención del bloque de constitucionalidad. La presente memoria 
no formula un juicio sobre la legalidad originaria de las resoluciones, competencia que corresponde 
a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, pero sí advierte que esa circunstancia refuerza de 
manera autónoma las razones de oportunidad y conveniencia que sustentan la derogatoria y que la 
administración no puede desconocer al valorar la permanencia del acto. En consecuencia, cualquier 
nuevo proceso de identificación y declaratoria de APPA en la región deberá iniciarse con la solicitud 
de determinación de procedencia y oportunidad ante la Dirección de la Autoridad Nacional de 
Consulta Previa, acompañada del proyecto normativo definitivo, de la memoria justificativa y del 
Anexo 1 debidamente diligenciado, y, de resultar procedente, con el agotamiento del proceso 
consultivo. 
 
A lo anterior se suma el contexto departamental. La Corte Constitucional, en el Auto 004 de 2009 
proferido en seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004, constató el riesgo de exterminio físico y 
cultural de diversos pueblos indígenas, entre ellos los pueblos de la Sierra Nevada de Santa Marta 
y el pueblo Wayúu, y ordenó la formulación de planes de salvaguarda étnica. A su vez, la Sentencia 
T-302 de 2017 declaró el estado de cosas inconstitucional en relación con el goce efectivo de los 
derechos fundamentales a la alimentación, al agua potable y a la salud de las niñas y niños del 
pueblo Wayúu en los municipios de Riohacha, Manaure, Maicao y Uribia. Si bien esa declaratoria 
no comprende los municipios de la región sur objeto de las resoluciones que se derogan, constituye 
un referente obligado de contexto departamental que impone a las autoridades del sector un 
estándar reforzado de diligencia en el diseño de los instrumentos destinados a garantizar el derecho 
a la alimentación en La Guajira. Ese estándar refuerza, y no debilita, la decisión de retirar un 
instrumento cuya configuración no permite reproducir su delimitación ni conocer su precisión, y de 
encauzar el ejercicio hacia un soporte técnico que responda efectivamente a esa finalidad. 
 
Finalmente, la decisión proyectada no requiere, en sí misma, el agotamiento de un proceso de 
consulta previa. La derogatoria no impone medidas, restricciones ni intervenciones sobre los 
territorios de las comunidades étnicas; por el contrario, retira del ordenamiento una determinante 
cuyo ámbito excluyó expresamente el territorio ancestral y los resguardos indígenas, de modo que 
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no se configura una afectación directa, específica y diferenciada sobre dichas comunidades en los 
términos de la jurisprudencia constitucional. Ello sin perjuicio del deber de comunicar la decisión al 
Ministerio del Interior y a las autoridades étnicas de la región, y de que la eventual formulación futura 
de una ruta étnica diferencial para la identificación de APPA en territorios étnicos deberá surtir los 
procedimientos de participación y consulta que correspondan, previo pronunciamiento de la 
autoridad competente. 
 
5. Autonomía territorial, competencias ambientales y compatibilidad constitucional. 
 
La medida resulta compatible con los artículos 64 y 65 de la Constitución Política, en tanto la 
derogatoria de dos declaratorias concretas de APPA no elimina ni modifica el reconocimiento y 
especial protección constitucional del campesinado, el deber estatal de garantizar progresivamente 
el derecho humano a la alimentación adecuada, ni la obligación de proteger especialmente la 
producción y el acceso a los alimentos. Tampoco altera la vigencia de la habilitación legal contenida 
en el numeral 2 del artículo 10 de la Ley 388 de 1997, modificado por el artículo 32 de la Ley 2294 
de 2023. 
 
La decisión debe interpretarse, además, en armonía con los artículos 1, 287, 288 y 311 de la 
Constitución Política y con los principios de autonomía territorial, coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad. Si bien las determinantes de ordenamiento territorial tienen fuerza vinculante y 
prevalencia dentro de los ámbitos establecidos por la Constitución y la ley, su existencia no desplaza 
las competencias constitucionales y legales atribuidas a los municipios en materia de ordenamiento 
territorial y reglamentación de los usos del suelo, conforme al numeral 7 del artículo 313 superior. 
 
La derogatoria proyectada tampoco modifica las demás determinantes de ordenamiento territorial 
de superior jerarquía, en particular las determinantes ambientales de nivel 1 cuya definición 
corresponde a la Corporación Autónoma Regional de La Guajira en ejercicio de las funciones del 
artículo 31 de la Ley 99 de 1993, ni las normas ambientales, rurales, territoriales o urbanísticas que 
continúen vigentes y resulten aplicables en los municipios de la región sur del departamento. 
 
Del mismo modo, la derogatoria no afecta los derechos adquiridos ni las situaciones jurídicas 
consolidadas, cuya garantía estaba prevista en el artículo 5 de la Resolución 000161 de 2024, ni 
incide sobre los títulos mineros y los contratos de hidrocarburos vigentes, que se rigen por su propio 
régimen legal y por las autorizaciones ambientales correspondientes. 
 
6. Aspectos procedimentales. 
 
Desde el punto de vista procedimental, deberán observarse las exigencias aplicables a la expedición 
de actos administrativos de carácter general. En particular, el numeral 8 del artículo 8 del CPACA 
dispone que las autoridades deben mantener a disposición de toda persona los proyectos 
específicos de regulación y la información en que se fundamentan, con el objeto de recibir opiniones, 
sugerencias o propuestas alternativas, sin perjuicio de la autonomía de la autoridad para adoptar la 
decisión que corresponda al interés general.  
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Igualmente, deberán observarse las reglas de técnica normativa, publicidad y participación 
aplicables a los proyectos de regulación de carácter general previstas en el Decreto 1081 de 2015, 
incluido el deber de acompañar el proyecto con la correspondiente memoria justificativa y de 
conservar como antecedentes administrativos los documentos técnicos que sustentan la decisión, 
las constancias de publicación y las observaciones recibidas durante el proceso de participación. 
Una vez expedida, la resolución deberá publicarse en el Diario Oficial como presupuesto de su 
eficacia y oponibilidad, (y comunicarse a la Corporación Autónoma Regional de La Guajira, a la 
Gobernación de La Guajira, a las alcaldías de los municipios comprendidos, al Ministerio del Interior, 
al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, al 
Ministerio de Minas y Energía y a las demás entidades competentes conforme al parágrafo 1 del 
artículo 32 de la Ley 2294 de 2023, para efectos de la actualización de los sistemas de información 
territorial.) 
 
En conclusión, no se advierte impedimento constitucional o legal para que el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural derogue las Resoluciones 000161 de 2024 y 000289 de 2025. La 
medida se encuentra comprendida dentro de las competencias de la autoridad que expidió las 
declaratorias, conserva incólume el marco constitucional y legal de protección de la producción de 
alimentos y de las APPA, produce efectos hacia el futuro y se sustenta en razones técnicas y 
jurídicas que guardan relación con la naturaleza e intensidad de los efectos propios de una 
determinante de ordenamiento territorial. Su expedición deberá observar los principios de 
adecuación y proporcionalidad previstos en el artículo 44 del CPACA y los requisitos de publicidad, 
participación y publicación aplicables a los actos administrativos de carácter general. 
 

4. EL ANÁLISIS DE LAS DECISIONES JUDICIALES DE LOS ÓRGANOS DE CIERRE DE 
LAS JURISDICCIONES QUE PUDIERAN TENER IMPACTO O SER RELEVANTES PARA 
EFECTOS DE LA VALIDEZ DEL PROYECTO NORMATIVO.  

 
Para la estructuración del presente proyecto se analizaron las decisiones judiciales y actuaciones 
de los órganos de cierre que, por su materia, podrían incidir en la validez de la derogatoria de las 
Resoluciones 000161 de 2024 y 000289 de 2025, mediante las cuales se declararon y modificaron 
las Áreas de Protección para la Producción de Alimentos en la región sur del departamento de La 
Guajira.  
 
El análisis comprendió, principalmente, los pronunciamientos constitucionales relativos a la 
autonomía territorial, la reglamentación de los usos del suelo, la concurrencia de competencias entre 
la Nación y las entidades territoriales, los deberes estatales de protección de la producción y el 
acceso a los alimentos y el derecho fundamental a la consulta previa. Asimismo, se revisaron los 
criterios de la jurisdicción de lo contencioso administrativo sobre la vigencia, eficacia, derogatoria y 
control judicial de los actos administrativos de carácter general. 
 
Como resultado de dicha revisión, no se identificaron sentencias de constitucionalidad, tutela, 
unificación, de nulidad o de cualquier otra naturaleza que ordenen mantener vigentes las 
declaratorias objeto del proyecto, que prohíban a la autoridad competente derogar actos 
administrativos generales de esta naturaleza o que condicionen específicamente la competencia del 
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Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural para revisar la permanencia de las APPA declaradas 
mediante los actos administrativos individualizados. 
 
La jurisprudencia constitucional examinada reconoce que la autonomía territorial y las competencias 
de los municipios y distritos para ordenar el desarrollo de su territorio y reglamentar los usos del 
suelo deben interpretarse en armonía con las competencias que la Constitución y la ley atribuyen a 
las autoridades nacionales. Así lo señalan, entre otras, las sentencias C-520 de 1994, C-535 de 
1996, C-149 de 2010 y C-138 de 2020, esta última expresamente citada en la parte motiva de la 
Resolución 000289 de 2025 al referirse a las determinantes de superior jerarquía. Esta línea resulta 
relevante para la validez del proyecto, en cuanto confirma que la intervención del Ministerio en 
materia de APPA debe enmarcarse en la competencia asignada por el legislador y respetar los 
principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad. Sin embargo, de dicha jurisprudencia no 
se deriva una obligación de conservar indefinidamente una declaratoria de APPA cuando la 
autoridad competente, a partir de una revisión técnica y jurídica, concluye que debe retirar hacia el 
futuro sus efectos en la configuración vigente. 
 
En igual sentido, se verificó el proceso de constitucionalidad identificado con el expediente D-16118, 
promovido contra una parte del artículo 32 de la Ley 2294 de 2023, disposición que modificó el 
artículo 10 de la Ley 388 de 1997 e incorporó las APPA como determinantes de ordenamiento 
territorial de nivel 2. En el Auto 1411 de 2025, la Corte Constitucional convocó audiencia pública 
para profundizar en los temas relacionados con la autonomía territorial, la concurrencia de 
competencias en materia de ordenamiento territorial, el alcance de las APPA, su relación con los 
planes de ordenamiento territorial y los mecanismos de coordinación y participación aplicables. No 
obstante, el Auto 1411 de 2025 es una providencia de trámite y no contiene un pronunciamiento de 
fondo acerca de la constitucionalidad de las APPA, de las resoluciones mediante las cuales han 
sido declaradas o de la competencia administrativa para derogar actos generales que las 
establezcan. Por tanto, este auto no impone conservar las declaratorias de la región sur de La 
Guajira ni limita la posibilidad de que el Ministerio adopte una decisión de derogatoria, siempre que 
esta se expida dentro de su competencia, esté debidamente motivada y observe las reglas 
constitucionales y legales aplicables. 
 
En materia étnica, se examinaron los pronunciamientos relativos al derecho fundamental a la 
consulta previa, en particular las sentencias SU-039 de 1997, C-030 de 2008, C-175 de 2009, T-
129 de 2011, T-009 de 2013 y SU-123 de 2018, que precisan el criterio de afectación directa y el 
alcance del territorio étnico más allá de los límites del resguardo. De esa línea se desprende que la 
ausencia de pronunciamiento de la autoridad competente sobre la procedencia de la consulta previa, 
tratándose de una medida administrativa adoptada en un territorio con presencia de comunidades 
étnicas, es una circunstancia que puede comprometer la eficacia de la medida y que, por tanto, 
resulta relevante al valorar la permanencia de las declaratorias. De la misma línea no se deriva, en 
cambio, exigencia alguna de consulta previa para la decisión de derogatoria, en tanto esta no 
impone medidas ni cargas sobre territorios étnicos y retira una determinante cuyo ámbito los excluyó 
expresamente. Se revisaron igualmente la Sentencia T-025 de 2004 y el Auto 004 de 2009, así 
como el Auto 189 de 2013 y la Sentencia T-302 de 2017, sin que de ellos se derive una orden que 
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imponga conservar las resoluciones objeto del proyecto ni que restrinja la competencia de la 
administración para revisarlas. 
 
Igualmente, se analizaron los criterios de la jurisdicción de lo contencioso administrativo 
relacionados con la diferencia entre la validez y la eficacia de los actos administrativos. La Sección 
Primera del Consejo de Estado, en el Auto de 15 de diciembre de 2021, expediente 25000-23-41-
000-2020-00011-01, señaló que la validez se relaciona con la correcta expedición de la 
manifestación de voluntad de la Administración, mientras que la eficacia corresponde a la aptitud 
del acto para producir efectos jurídicos. La providencia también reconoce que un acto administrativo 
general derogado conserva su presunción de legalidad, sin perjuicio del control judicial que 
corresponda sobre él. Tal criterio es relevante porque permite delimitar adecuadamente el alcance 
de la decisión proyectada. En todo caso, la derogatoria no constituye una declaración sobre la 
legalidad o ilegalidad originaria de las Resoluciones 000161 de 2024 y 000289 de 2025, ni pretende 
sustituir el control que corresponde a la jurisdicción de lo contencioso administrativo, por lo cual la 
medida se limita a disponer que dichas resoluciones dejen de producir efectos hacia el futuro, a 
partir de la entrada en vigencia del acto derogatorio. 
 
También se revisaron los criterios relativos a la revocatoria directa de los actos administrativos. La 
Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado ha precisado que la revocatoria directa es 
un mecanismo de control administrativo de los propios actos, sometido a las causales, 
procedimientos y garantías previstas en los artículos 93 a 97 del CPACA. Véase el Concepto 11001-
03-06-000-2021-00160-00, de 9 de noviembre de 2022. Esta referencia resulta relevante para 
distinguir esa institución de la decisión objeto del proyecto.  
 
En efecto, el proyecto no busca revocar actos administrativos particulares ni modificar situaciones 
jurídicas individuales y concretas. Las resoluciones objeto de derogatoria son actos de carácter 
general que declararon una determinante de ordenamiento territorial aplicable sobre áreas 
geográficas determinadas y frente a un conjunto indeterminado de destinatarios. Por ello, la medida 
proyectada se estructura como una derogatoria de actos generales y no como una revocatoria 
directa de actos particulares, sin perjuicio de las garantías de publicidad, participación y motivación 
que deben observarse en la expedición de la resolución. 
 
Finalmente, la revisión realizada no identificó una orden judicial vigente, una medida cautelar, una 
sentencia ejecutoriada o una decisión administrativa judicialmente exigible que recaiga de manera 
específica sobre las Resoluciones 000161 de 2024 y 000289 de 2025, que ordene preservar sus 
efectos o que impida su derogatoria. Se advierte, sin embargo, que cursa ante el Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca, Sección Primera, Subsección C, la acción popular radicada bajo 
el número 25000-23-41-000-2026-01249-00, promovida contra el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural, la Unidad de Planificación Rural Agropecuaria y otras entidades del orden 
nacional, en la que se demandan, entre otros actos, las Resoluciones 000161 de 2024 y 000289 de 
2025, y se solicita como medida cautelar la suspensión provisional de sus efectos. A la fecha no 
obra decisión sobre esa solicitud ni sentencia dentro del proceso, de modo que las resoluciones 
conservan su vigencia y la administración su competencia para pronunciarse sobre la permanencia 
de ellas. Ninguna de las pretensiones persigue conservar las declaratorias, sino precisamente la 
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cesación de sus efectos, finalidad que la derogatoria satisface de manera definitiva. La medida 
tampoco sustrae los actos del control judicial, pues el acto general derogado conserva su presunción 
de legalidad y sigue siendo susceptible de control, y la acción popular mantiene su objeto respecto 
de sus pretensiones declarativas y de los demás actos que comprende. En todo caso, expedida la 
resolución, deberá informarse de ello al Tribunal para lo de su competencia.  
 
En conclusión, el análisis de las decisiones judiciales y actuaciones jurisdiccionales potencialmente 
relevantes no evidencia un impedimento para la expedición del proyecto de resolución. Por el 
contrario, permite establecer que la decisión debe: i) mantenerse dentro del marco de competencia 
legal atribuido al Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural; ii) respetar la autonomía territorial y los 
principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad; iii) estar suficientemente motivada en las 
razones técnicas y jurídicas expuestas en la presente memoria justificativa; iv) producir efectos 
exclusivamente hacia el futuro; y v) no formular un juicio sobre la legalidad originaria de las 
resoluciones derogadas ni afectar las competencias de la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. 
 

5. ARGUMENTOS RELEVANTES SOBRE LA COHERENCIA CON INSTRUMENTOS 
INTERNACIONALES EN CASO DE QUE APLIQUE.   

 
La derogatoria de las Resoluciones 000161 de 2024 y 000289 de 2025 resulta compatible con los 
instrumentos internacionales relevantes para la protección del derecho humano a la alimentación, 
la producción de alimentos, el desarrollo rural, los derechos del campesinado y los derechos de los 
pueblos indígenas y tribales. 
 
En primer lugar, el artículo 11 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales - PIDESC, aprobado en Colombia mediante la Ley 74 de 1968, reconoce el derecho de 
toda persona a un nivel de vida adecuado, incluida una alimentación adecuada, así como el derecho 
fundamental a estar protegida contra el hambre. Para hacer efectivo este derecho, el Pacto exige a 
los Estados adoptar medidas apropiadas, individualmente y mediante la cooperación internacional, 
entre otros propósitos, para mejorar los métodos de producción, conservación y distribución de 
alimentos. La Observación General 12 del Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
precisa el contenido de ese derecho en términos de disponibilidad, accesibilidad, estabilidad y 
adecuación.  
 
Así, el PIDESC no prescribe un instrumento específico de ordenamiento territorial ni impone la 
permanencia indefinida de una determinada medida administrativa como mecanismo necesario para 
cumplir estas obligaciones, pues corresponde al Estado definir, dentro de su ordenamiento jurídico 
y de conformidad con las obligaciones internacionales asumidas, las medidas adecuadas para 
avanzar en la garantía efectiva del derecho a la alimentación. 
 
En este contexto, la derogatoria proyectada no supone el abandono ni la disminución de las 
obligaciones estatales derivadas del PIDESC, obligaciones que resultan particularmente exigentes 
en un departamento que registra la mayor prevalencia de inseguridad alimentaria moderada o grave 
del país. La medida se circunscribe a retirar hacia el futuro dos actos específicos cuya revisión 
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técnica identificó aspectos relevantes relacionados con la precisión y disponibilidad de la 
delimitación, la sede normativa y la trazabilidad del régimen de usos, la reproducibilidad de la 
superficie condicionada y la suficiencia de la información territorial, hídrica y ambiental empleada. 
La decisión parte, por tanto, de la consideración de que la relevancia constitucional y convencional 
de la protección de la producción y del acceso a los alimentos exige que los instrumentos 
administrativos utilizados para desarrollar ese propósito sean idóneos para alcanzarlo y guarden 
una relación suficiente entre la finalidad perseguida, su configuración concreta y los efectos jurídicos 
que producen. 
 
En segundo lugar, el artículo 12 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales - Protocolo de San Salvador, 
aprobado por Colombia mediante la Ley 319 de 1996, reconoce el derecho de toda persona a una 
nutrición adecuada que le asegure la posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo físico, 
emocional e intelectual, y establece el compromiso de los Estados de perfeccionar los métodos de 
producción, aprovisionamiento y distribución de alimentos. La derogatoria tampoco desconoce estas 
obligaciones, pues se limita a retirar dos declaratorias determinadas y no elimina el marco 
constitucional y legal destinado a la protección de la producción alimentaria. Permanecen vigentes 
el deber constitucional y legal de protección de la producción y del acceso a los alimentos, las 
competencias de las autoridades nacionales y territoriales en materia de desarrollo rural y 
ordenamiento territorial, las demás determinantes aplicables, la regulación ambiental y rural y los 
instrumentos municipales de ordenamiento territorial. 
 
En tercer lugar, el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre pueblos 
indígenas y tribales en países independientes, aprobado mediante la Ley 21 de 1991, exige 
consultar a los pueblos interesados cada vez que se prevean medidas administrativas susceptibles 
de afectarles directamente y reconocer los derechos de esos pueblos sobre las tierras que 
tradicionalmente ocupan. Como se expuso en el acápite de viabilidad jurídica, la derogatoria no 
configura una afectación directa en los términos del Convenio, en tanto no impone medidas sobre 
territorios étnicos y retira una determinante que los había excluido expresamente de su ámbito. La 
decisión es, en cambio, coherente con el estándar del Convenio, en la medida en que evita 
consolidar los efectos de una medida administrativa expedida sin que obrara el pronunciamiento de 
la autoridad nacional competente sobre la procedencia de la consulta previa y se adelantara el 
tramite que al respecto se exige en el Ministerio del Interior y que fue advertido por el mismo. 
 
En cuarto lugar, la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de 
Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales - UNDROP, adoptada por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas el 17 de diciembre de 2018, constituye un referente interpretativo de 
especial importancia en tanto reconoce la relación de las personas campesinas con la tierra, los 
recursos naturales y la producción de alimentos, así como su derecho a participar en las decisiones 
que puedan afectar sus derechos. Sin perjuicio de su naturaleza declarativa y no convencional, 
estos criterios son compatibles con la decisión proyectada, toda vez que la revisión tuvo en cuenta 
la correspondencia entre la configuración territorial de la determinante y las actividades productivas 
presentes en los municipios involucrados, incluidas las de la agricultura campesina, familiar, étnica 
y comunitaria. 
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Finalmente, la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, aprobada 
mediante la Ley 164 de 1994, y la Convención de las Naciones Unidas de Lucha contra la 
Desertificación y la Sequía, aprobada mediante la Ley 461 de 1998, resultan particularmente 
pertinentes en un territorio expuesto a la sequía y a procesos de degradación del suelo. Estos 
instrumentos refuerzan la exigencia de que los ejercicios de planificación del suelo rural incorporen 
información actualizada sobre disponibilidad hídrica y condiciones edafológicas, cuya insuficiencia 
fue precisamente uno de los aspectos identificados en la revisión técnica. 
 
La coherencia con estos referentes internacionales también exige considerar la participación de los 
sectores potencialmente afectados por decisiones públicas relacionadas con el territorio rural y la 
producción de alimentos. En ese sentido, la publicación del proyecto de resolución y de sus 
soportes, así como la recepción y valoración de observaciones ciudadanas, permiten la participación 
de organizaciones campesinas, productores, propietarios, gremios, comunidades, entidades 
territoriales y demás grupos interesados, en concordancia con las garantías previstas en el 
ordenamiento jurídico interno. 
 

6.  IMPACTO MEDIOAMBIENTAL O SOBRE EL PATRIMONIO CULTURAL DE LA NACIÓN  

 
No se identifica un impacto directo sobre el medio ambiente o el patrimonio cultural de la Nación. La 
derogatoria no adopta regulación ambiental, no modifica los niveles de protección existentes ni 
altera la vigencia de las determinantes ambientales de nivel 1, las cuales prevalecen sobre las 
determinantes de nivel 2 y conservan plena aplicación en el territorio. Por el contrario, la medida 
disuelve la tensión advertida en la revisión técnica respecto de la habilitación de dos zonas de la 
Reserva Forestal Protectora Manantial de Cañaverales, cuyo plan de manejo, adoptado mediante 
el Acuerdo 8 del 31 de mayo de 2018, define el uso agropecuario como prohibido para la totalidad 
de sus zonas. 
 
En cuanto al patrimonio cultural, el ámbito declarado excluyó expresamente el territorio ancestral de 
la Línea Negra y los resguardos indígenas, de modo que la derogatoria no incide sobre los espacios 
sagrados ni sobre los ámbitos de especial importancia ritual y cultural de los pueblos de la Sierra 
Nevada de Santa Marta. Sin perjuicio de ello, la decisión se comunicará al Ministerio del Interior 
para lo de su competencia,  ya que tal como se mencionó no obra en el expediente constancia del 
Ministerio del Interior que se hubiere cumplido los tramites legales y reglamentarios ante esta 
entidad antes de proferir las resoluciones citadas. 
 

7. EL ANÁLISIS DEL IMPACTO MEDIOAMBIENTAL, INCLUYENDO UN ANÁLISIS DE 
SOSTENIBILIDAD MEDIOAMBIENTAL CUANDO SE REQUIERA.  

 
No se requiere un análisis específico de sostenibilidad medioambiental, dado que el proyecto no 
adopta regulación ambiental ni modifica los niveles de protección existentes. 
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Las decisiones posteriores sobre uso, ocupación o aprovechamiento del suelo continuarán sujetas 
a las determinantes ambientales, a los planes de manejo de las figuras de conservación presentes 
en el territorio, a los planes de ordenación y manejo de cuencas hidrográficas, a los instrumentos 
de ordenamiento territorial y a las autorizaciones ambientales que resulten aplicables. 
 

8. EL ANÁLISIS ECONÓMICO, FINANCIERO, FISCAL O ADMINISTRATIVO DE LOS 
POSIBLES EFECTOS DEL ACTO DE CARÁCTER GENERAL Y ABSTRACTO. EN CASO 
DE QUE DICHO TIPO DE REGULACIÓN CUENTE CON UNA METODOLOGÍA DE 
ANÁLISIS ECONÓMICO ESTABLECIDA POR LA LEY O ACTO ADMINISTRATIVO, SE 
PODRÁ ANEXAR PARA TAL FIN.  

 
El proyecto no crea obligaciones económicas o fiscales a cargo del Estado, ni establece subsidios, 
compensaciones, tasas, contribuciones o nuevas cargas administrativas. Desde el punto de vista 
administrativo, la medida no genera trámites nuevos y, en cambio, elimina la carga que para los 
municipios comprendidos supone incorporar a sus instrumentos de ordenamiento territorial una 
determinante cuya delimitación vigente no se encuentra disponible en formato vectorial. Tampoco 
genera obligaciones indemnizatorias, en tanto la derogatoria produce efectos hacia el futuro y no 
afecta derechos adquiridos ni situaciones jurídicas consolidadas. 
 

9. LA VIABILIDAD O DISPONIBILIDAD PRESUPUESTAL EXPEDIDA POR EL MINISTERIO 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, CUANDO SE REQUIERA.  

 
El proyecto no ordena erogaciones, no compromete apropiaciones presupuestales ni genera 
obligaciones fiscales con cargo al Presupuesto General de la Nación. No se requiere viabilidad o 
disponibilidad presupuestal expedida por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público. 
 

10. ESTUDIOS TÉCNICOS QUE SUSTENTEN EL PROYECTO NORMATIVO (Si cuenta con 
ellos) 

 
Como soporte del proyecto se incorpora el Documento Técnico de Soporte “Revisión de las Áreas 
de Protección para la Producción de Alimentos (APPA) declaradas en la región sur del departamento 
de La Guajira”, junto con su anexo A de matriz de trazabilidad, en el cual se relacionan una a una 
las afirmaciones del documento con la fuente, el apartado y el nivel de soporte que las respalda. 
 
Constituyen igualmente antecedentes administrativos del proyecto el expediente completo del 
proceso de declaratoria; el Documento Técnico de Soporte “Identificación de las Áreas de 
Protección para la Producción de Alimentos (APPA) en la Región Sur del Departamento de La 
Guajira” en su versión del 28 de agosto de 2025 y sus anexos; la matriz de calificación ambiental 
de la frontera agrícola; las actas de las mesas técnicas adelantadas con la Corporación Autónoma 
Regional de La Guajira; las comunicaciones dirigidas al Ministerio del Interior; y las respuestas a 
peticiones y a los comentarios recibidos en la consulta pública de los proyectos normativos 
correspondientes. 
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11. CUALQUIER OTRO ASPECTO QUE LA ENTIDAD PRODUCTORA DEL PROYECTO 
NORMATIVO CONSIDERE RELEVANTE O DE IMPORTANCIA PARA LA ADOPCIÓN DE 
LA DECISIÓN.  

 
Se destacan los siguientes aspectos adicionales, sin perjuicio de lo desarrollado en la presente 
memoria justificativa y en el Documento Técnico de Soporte: 
 
Primero, la región sur de La Guajira constituyó el primer ejercicio completo de identificación y 
declaratoria de APPA en el país, por lo que su soporte técnico ha operado como referencia 
metodológica de los procesos posteriores. La decisión proyectada, y los hallazgos que la sustentan, 
resultan por ello pertinentes para el fortalecimiento metodológico de los ejercicios futuros, en 
particular en lo relativo a la declaración de la escala de salida del producto cartográfico, la aplicación 
de una unidad mínima cartografiable, la ejecución verificable de las exclusiones, la incorporación 
del régimen de usos al acto administrativo y la disposición pública de la capa vectorial de la 
delimitación vigente. 
 
Segundo, la derogatoria no clausura la protección del suelo para la producción de alimentos en la 
región.  
 
se deja constancia de que el trámite de la Resolución 000289 de 2025 fue publicado en el Sistema 
Único de Consulta Pública entre el 21 de mayo y el 11 de junio de 2025, junto con su documento 
técnico de soporte y memoria justificativa, y de que el presente proyecto será sometido al mismo 
procedimiento de publicidad y participación. 
 

ANEXOS:  

Certificación de cumplimiento de requisitos de consulta, publicidad y 
de incorporación en la agenda regulatoria (Firmada por el servidor 
público competente –entidad originadora) 

(X) 

Concepto(s) de Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (Cuando 
se trate de un proyecto de reglamento técnico o de procedimientos de 
evaluación de conformidad) 

N/A 

Informe de observaciones y respuestas (Análisis del informe con la 
evaluación de las observaciones de los ciudadanos y grupos de interés 
sobre el proyecto normativo) 

(X) 

Concepto de Abogacía de la Competencia de la Superintendencia de 
Industria y Comercio (Cuando los proyectos normativos tengan 
incidencia en la libre competencia de los mercados) 

N/A 

Concepto de aprobación nuevos trámites del Departamento 
Administrativo de la Función Pública (Cuando el proyecto normativo 
adopte o modifique un trámite) 

N/A 

Otro (Cualquier otro aspecto que la entidad originadora de la norma 
considere relevante o de importancia) 

N/A 
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Aprobó: 
 
 
 

JAIRO ALONSO MESA GUERRA 
Director de Ordenamiento social de la propiedad rural y uso productivo del suelo 
 
 
JOSÉ LEONIDAS TOBÓN TORREGOSA 
Viceministro de Desarrollo Rural 

 
SIMÓN DIAZ GRANADOS  
Jefe Oficina Asesora Jurídica 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural                               

 
 
Proyectó: Jairo Alonso Mesa Guerra Director de ordenamiento social de la propiedad y 
uso productivo del suelo 
 
Revisó: José Leonidas Tobón Torregosa Viceministro de desarrollo rural 
 
Aprobó: José Leonidas Tobón Torregosa Viceministro de desarrollo rural 

    
 


